COHERENCIA POR FAVOR
Las guerrillas del M-19, del EPL, de la Corriente de Renovación Socialista del ELN y de otros pequeños grupos de insurrectos se beneficiaron de medidas de amnistía e indulto bastante generosas durante los gobiernos de Virgilio Barco y César Gaviria. Más allá del perdón otorgado, la sociedad admitió de nuevo en su seno y en cargos de altísima responsabilidad a algunos dirigentes de estas guerrillas, así por ejemplo, Antonio Navarro Wolf llegó a ser ministro de Salud en el gobierno de Gaviria, el M-19 alcanzó a ser la segunda bancada en número de miembros de la Constituyente del 91 y segunda fuerza política del país; algunos miembros del EPL fueron invitados a las deliberaciones de la Constituyente, otros fueron nombrados en cargos diplomáticos para preservarles la vida como fue el caso de Bernardo Gutiérrez, otros más crearon un movimiento político llamado Esperanza Paz y Libertad y ganaron varias alcaldías en la región de Urabá, con Aníbal Palacios y otros. Dirigentes de la Corriente también fueron nombrados congresistas en virtud de los pactos y de las leyes que disponían facilidades y prerrogativas para estos movimientos.
Durante el mandato de César Gaviria, a quien le correspondió la dura batalla contra el narcoterrorismo del cartel de Medellín, se diseñó una política de sometimiento de mafiosos y terroristas igualmente bastante generosa, de la que se benefició el clan Ochoa algunos de cuyos miembros se reconciliaron con la sociedad pagando penas de 5 a 6 años, y si otros (como Pablo Escobar) no se acogieron a estas leyes fue por ambiciosos o por graves errores de cálculo que les impidió ver todo lo que podrían ganar aceptando la autoridad del Estado.
El Estado colombiano en aquellos años no tenía otra alternativa, su debilidad era profunda y el poder de mafias y guerrillas lo obligaba a medir muy bien las políticas para recuperar su fortaleza. No obstante los éxitos de esas políticas, por razones que no se tocarán aquí para no salirnos de lo central, el Estado se mantuvo en la tendencia al debilitamiento durante los gobiernos siguientes de Samper y Pastrana. Otras guerrillas, en especial las FARC, se multiplicaron y fortalecieron por todo el país lo mismo que las mafias bajo la modalidad de la fragmentación.

En los gobiernos de Barco y de Gaviria, cuyos procesos de paz fueron positivos, ningún partido o miembro prominente de las elites dominantes manifestó oposición rotunda y beligerante a lo que se estaba ensayando y aunque no faltaron las críticas y dudas, finalmente, la sociedad acabó por aceptar todo aquello en la medida en que estaba de por medio el ideal de la paz y la aminoración de la violencia. Varios de los beneficiarios de esas leyes gozan hoy de todas las libertades, algunos son prósperos negociantes, otros son activos e inquietos congresistas y algunos más se han escabullido en la tranquilidad de la vida anónima. El país no puede abjurar o arrepentirse de esos procesos, porque es cierto que el balance es positivo y aunque la paz total no se alcanzó, las gentes entendieron que la violencia que prosiguió fue obra de otros agentes y grupos que se resistieron a los acuerdos.

Hoy, Colombia tiene una nueva ley de justicia y paz, que además de recoger el mensaje de reconciliación de aquellos procesos, incorpora elementos de sanción, reparación y verdad que no fueron contemplados en las de los años noventa. Es decir, estamos ante una ley más dura, más justiciera. Y sin embargo, el embate crítico, el rasgar de vestiduras, el bochinche y el alboroto que han y están propiciando los opositores del gobierno actual carece de antecedentes. Pero, carece también de toda coherencia porque los responsables de las pataletas son precisamente aquellos que fueron beneficiarios de la generosidad, los que fueron ungidos en el perdón y quienes lideraron ante la sociedad la filosofía del sometimiento a la justicia como César Gaviria, los jefes del Polo Democrático y Alternativa Democrática y las Ong que han ideologizado hacia la izquierda el discurso de los DD. HH. Todos ellos hacen gala, bien de una incomprensible amnesia o de un descarado cinismo pues se oponen a esta ley que, desde cualquier perspectiva, es más exigente que la que se expidió en aquel entonces.
¿Qué pueden ellos argumentar al respecto, si la sabiduría popular dice que es pecado pedir comida cuando se tiene el estómago lleno? Un solo argumento: que la ley de ahora es para los paramilitares, cosa que es falsa porque la ley pretende cubrir a todos los grupos irregulares; y segundo, que de ser para estos grupos, entonces no cabe que se apliquen beneficios a quienes carecen de motivaciones e ideales políticos. O sea, que se está pensando sobre la base de que los grupos armados de extrema izquierda tienen más entidad y valor moral que los paramilitares. Según ellos, no es lo mismo Mancuso que Navarro o que Tirofijo, no es lo mismo un secuestro que una retención, la toma de un pueblo con armas de destrucción indiscriminada que una masacre. Y claro que no es lo mismo, pero en esencia, sí se trata de conductas que aluden a crímenes de guerra y a delitos de lesa humanidad. ¿Por qué habría que admitir que las acciones de la guerrilla tienen más valor moral que las acciones de los paracos? Si esa es la razón que los lleva a sostener que la ley de justicia y paz es muy laxa para con los paracos y muy dura para con los guerrilleros, entonces estamos ante una incoherencia moral y ética porque la población ha sufrido tanto los atropellos de unos como de los otros, aquí no hay unos más buenos o menos malos que los otros, unos y otros han masacrado, han desaparecido y han causado graves daños a la población civil.
De manera que a quienes se han beneficiado de las leyes de perdón, de amnistía e indulto les podemos reclamar en voz alta y mirándolos a los ojos: ¿con que autoridad moral desdicen de una ley que es más punitiva que la que le fue aplicada a ellos? Y parecida pregunta se la podemos formular al ex presidente César Gaviria que al recibir en el seno del liberalismo a viejos guerrilleros del EPL despotricó contra la ley de justicia y paz de este gobierno: ¿sí él expidió una ley de sometimiento como la que expidió, aplicable a narcotraficantes, razón de estado de por medio, por qué le parece  nefasta esta que es más punitiva que la que él avaló?
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